En la ciudad de Pergamino, el 21 de diciembre de 2011, reunidos en Acuerdo Ordinario los Sres. Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Pergamino, para dictar sentencia en los autos N° 1149 caratulados "BARROSO ARTURO ABELC/ LOPEZ MAURO GASTON S/BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS", Expte. 60707 del Juzgado Civil y Comercial Nro 1 departamental, se practicó el sorteo de ley quedando integrado el Tribunal de la siguiente manera: Dres. Graciela SCARAFFIA, Hugo Alberto LEVATO y Renato SANTORE, y estudiados los autos se resolvió plantear y votar las siguientes:

C U E S T I O N E S:

I) ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

II) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A la PRIMERA CUESTION la señora Jueza Graciela Scaraffia dijo:

El Juez de primera Instancia rechazó el beneficio de litigar sin gastos solicitado por Arturo Abel Barroso para actuar en el juicio de referencia y respecto del recurso de inaplicabilidad interpuesto, aplicó las costas del incidente al peticionario y difirió la regulación de honorarios hasta la liquidación firme de las costas del expediente principal.

Lo decidido provocó el recurso de apelación de fs. 89, concedido a fs. 90, fundado por conducto del memorial de fs. 92/95, evacuado el traslado a fs. 97/98, llamándose autos a fs.100, providencia que firme a la fecha deja a la causa en condiciones de ser resuelta.

Se duele el quejoso sosteniendo un error in judicando en el decisorio puesto en crisis, en cuanto se le ha desestimado el beneficio pedido con fundamento en que la prueba testimonial producida carece de fuerza convictiva necesaria para acreditar la carencia de recursos del peticionante junto a la circunstancia de que el mismo es titular de una cuenta bancaria en la Sucursal "Santander Rio S.A." con el giro mensual indicado y que el peticionario es actor en varios juicios ejecutivos en los que pagó la tasa de jusiticia los que presentes en liquidaciones pendientes de cobro.

Denuncia una arbitrariedad probatoria en la interpretación de las testimoniales en cuanto las califica como insuficientes, en tanto se ve corroborado con el recibo de haberes acompañado con la demanda y la declaración jurada patrimonial que acreditan su situación económica, con vulneración del art.456 del CPCC y de las reglas de la sana crítica.

Afirma que la circunstancia de ser titular de una cuenta corriente bancaria con giro mensual de novecientos pesos en modo alguno desvirtúa la imposibilidad de afrontar los gastos judiciales para interponer el recurso extraordinario y que el hecho evaluado por el aquo de ser actor en varios juicios ejecutivos en los que se pagara la tasa y con liquidaciones pendientes de cobro tampoco son indicativos ya que se iniciaron tiempo atrás antes del presente.

Señala que se han violado las reglas del "onus probandi" en cuanto la oposición formulada por la demandada a la concesión del beneficio introduciendo un hecho modificativo, debía ser sostenida por la misma.

A su turno la contraria solicita se confirme el decisorio afirmando que la falta de respuesta de testigos que dicen conocerlo hace más de 20 años que levar al aquo a interpretar la pobreza de la fuerza convictiva de esta prueba, es "consecuenia de que los tres testigos propuestos por la actora al interrogatorio de mi parte sobre la actividad de conocido prestamista del actor y sobre porque el mismo tenía tantos juicios ejecutivos en trámite contra particulares" y que la insolvencia en la deposición fue advertida por el aquo.

Aduce que la convicción del operador se ha basado en todos los extremos tales como la insuficiencia de las declaraciones, la cantidad de procesos en trámites donde se abonó puntualmente la tasa, los gastos así como la existencia de cuentas bancarias y pide la confirmación de lo resuelto.

Estudiada la causa es dable partir de un análisis conceptual relativo al instituto del beneficio expresamente previsto en los arts.78 a 86 del CPCC donde desde el punto de vista formal aparece como un incidente contradictorio que tiene vida propia y es independiente, previéndose la intervención de la parte contraria no sólo para ejercitar el contralor de la prueba sino discutir la procedencia del pedido por no ajustarse a los requisitos exigidos. Ya se ha dicho en numerosos precedentes que frente a los intereses del peticionario se hallan los de su contraria, tan respetables como áquel y que podrán verse conculcados si un ilimitado beneficio se lo transforma en un indebido privilegio -CS 28/5/98 Fallos 321:1500 y 311:1372-.

Lo cierto que frente al fundamento de esta institución motivada en la necesidad de preservar la operancia de la garantía constitucional de la defensa en juicio (art. 18 C.N) asegurando el acceso a la justicia y la tutela judicial continua y efectiva que predica nuestra Carta Constitucional Provincial, se encuentra también la necesidad de evitar concesiones "graciosas" que ocasionen resultados injustos e indiscutiblemente no deseados por el legislador, que a la postre acarrean resultados disvaliosos.

Para lograr este delicado equilibrio es que la norma deja librado al prudente arbitrio judicial el otorgamiento o no del beneficio, en tanto la carencia de recursos es una cuestión de hecho y será éste quien determinará según las circunstancias fácticas cuando una persona carece de medios sufcientes para afrontar el pago de los honorarios y gastos causídicos que puede originar el proceso. Lo cierto es que el objeto de la actividad probatoria desarrollada en este incidente no ha satisfecho la convicción del aquo, quien lo ha denegado, motivándose en parámetros que han sido puestos en crisis por el quejoso y que he transcripto.

No comparto la queja ensayada en punto a la carga probatoria que discute el apelante y que el aquo ha puesto en cabeza del solicitante como imperativo del propio interés, habida cuenta que es el peticionario del beneficio quien tiene la obligación legal de aportar las pruebas que resulten necesarias para acreditar la carencia de los recursos invocada, y que no cabe flexibilizar porque no existe ningún impedimento de hecho para obtenerla, máxime que se autorizan desde la ley ritual todo tipo de pruebas y que su producción (salvo aquellos informes arancelados) es totalmente gratuita.

Aludir a la calidad de "jubilado" reiterando los testigos dichos del peticionario, sin aportar elementos de mayor convicción acerca de la alegada imposibilidad de solventar los gastos, guardar silencio sobre otras preguntas concretas respecto de su capacidad patrimonial evidencia una orfandad probatoria que ha sido ponderada por el juzgador, quien no sólo se ha limitado a denegarlo por esto, sino que ha acudido a otras pruebas ofrecidas por la contraria en su posibilidad legal de ofrecimiento y fiscalización.

Se ha dicho que "Con respecto a la valoración de la prueba testimonial en el beneficio de litigar sin gastos, que si bien es cierto que su apreciación no requiere un grado absoluto de certeza, si de las declaraciones no surgen elementos mínimos que permitan formar convicción necesaria acerca de la posibilidad de los peticionarios de obtener o no los recursos necesarios para afrontar los gastos de tasa de justicia y costas, corresponde rechazar el beneficio solicitado (arts. 78, 79 80 y 375 del CPCC)".El dial-com W13268 RSD-104-99S.

A mayor abundamiento cabe tener presente que los únicos medios de prueba de que intentó valerse el peticionario, fueron las testimoniales de fs. 10/12 y la declaración jurada de fs. 9.En cuanto a las primeras, he de advertir que el testigo Carron, a fs. 11 afirmó conocer al actor ".desde hace más de veinte años, .por tener relaciones comerciales" y aseguró saber que en la actualidad es jubilado, más al prestar declaración a fs. 45, habiéndosele preguntado al respecto dijo no saber ".a que se dedicó el Sr. Barroso. ". Que la imprecisón apuntada tiñe de duda la veracidad de los dichos del testigo aludido, restándole valor convictivo, a lo que he de añadir que, en el otro elemento de prueba aportado por el demandante, esto es, su propia declaración jurada, omitió consignar que era titular de una cuenta título y un depósito a plazo fijo, los cuales si bien no han sido precisados en su cuantía, evidencian que el solicitante de la franquicia -a pesar de los ingresos denunciados-, posee una capacidad de ahorro incompatible con sus postulaciones.

Asimismo el aquo ha conjugado en su valoración los otros elementos traídos al proceso, tales como el oficio agregado a fs. 82 remitido por el Banco Santander Río el cual informa que Abel Barroso es titular de varios productos: cuenta título Nro 000-1001022/6, cuenta única Nro. 112-3000225/6 con un límite de descubierto de $ 5.000 y un promedio de giro mensual de $ 900 los últimos cinco años y un plazo fijo cuenta inversora nro. 112-100000014/7, y que además se ha colectado información sobre la cantidad de juicios ejecutivos en trámite por ante los restantes juzgados civiles donde el peticionario aparece como actor en los mismos (fs. 67 y 73/74 ).

En consecuencia, la franquicia peticionada ha sido acertadamente denegada en la instancia anterior.

Asi lo voto.

A la misma cuestión los señores Jueces Dres. Hugo Alberto LEVATO y Renato SANTORE por análogos fundamentos votaron en igual sentido.

A la SEGUNDA CUESTION la señora Jueza Graciela Scaraffia dijo:De conformidad al resultado habido al tratarse la cuestión precedente, estimo que el pronunciamiento que corresponde dictar es:

Rechazar el recurso de apelación deducido por el peticionante y confirmar la sentencia apelada, con costas al apelante devinto (art. 68/69 del CPCC), difiérese la regulación de honorarios profesionales hasta la oportunidad prevista en el art. 31 ley 8904.

ASI LO VOTO.

A la misma cuestión los Dres. Hugo Alberto LEVAT O y Renato SANTORE por análogos fundamentos votaron en el mismo sentido.

Con lo que terminó el presente Acuerdo, dictándose la siguiente;

S E N T E N C I A:

Rechazar el recurso de apelación deducido por el peticionante y confirmar la sentencia apelada, con costas al apelante devinto (art. 68/69 del CPCC), difiérese la regulación de honorarios profesionales hasta la oportunidad prevista en el art. 31 ley 8904.

Regístrese. Notifíquese. Devuélvase.

Fdo.: Dres. Graciela Scaraffia - Jueza - Hugo A. Levato - Juez - Renato E. Santore - Juez - Ana María Albornoz - Secretaria.

